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Medellín, dieciocho de abril de dos mil veintidós 

 

El Despacho resuelve la inconformidad planteada por el accionante frente al 

auto de 28 de febrero de 2022, a la cual se dio el trámite de reposición en los 

términos del parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso.  

 

1. ANTENCEDENTES 

 

1.1. El demandante Bernardo Abel Hoyos Martínez, mediante escrito que 

denominó “protesta tarifa agencias”, presentó inconformidad respecto al 

monto de las agencias en derecho fijadas por la magistrada sustanciadora en 

la sentencia proferida el 14 de febrero de 2022 en el asunto de la referencia. 

 

1.2. El Despacho, mediante auto de 28 de febrero de 2022, negó por 

improcedente tal inconformidad, bajo el argumento de que el monto de las 

agencias en derecho no es pasible de discusión sino en la oportunidad prevista 

en el numeral 5 del artículo 366 del Código General del Proceso, mediante los 

recursos pertinentes en contra del auto que apruebe la liquidación de costas 

hecha por el juzgado que haya conocido del proceso en primera instancia, lo 

cual aún no ha acontecido. 

 

1.3. En el término de ejecutoria de la citada providencia, el actor popular, 

mediante correo electrónico de 02 de marzo de 2022, solicitó que se deje sin 

efecto el auto de 28 de febrero de 2022, para que, en atención a la prevalencia 

del fondo sobre la forma, se resuelva el debate en relación con el menosprecio 
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en la fijación de un salario mínimo por concepto de agencias en derecho, 

debido a que las actuaciones desplegadas por él reflejan lo contrario.  

 

1.4. El despacho, en aras de garantizar el derecho de contradicción de los 

sujetos intervinientes en el presente asunto y en aplicación de lo dispuesto en 

el parágrafo1 del artículo 318 del Código General del Proceso, ordenó que a tal 

solicitud se le imprimiera el trámite de recurso de reposición y corrido el 

respectivo traslado a la parte contraria, esta guardó silencio al respecto. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1. El artículo 366 del Código General del Proceso, dispone que  

 

“Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en 

el juzgado que haya conocido del proceso en primera o única instancia, 

inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso 

o notificado el auto de obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con 

sujeción a las siguientes reglas: 

(...) 

5. La liquidación de las expensas y el monto de las agencias en derecho 

solo podrán controvertirse mediante los recursos de reposición y apelación 

contra el auto que apruebe la liquidación de costas. La apelación se concederá 

en el efecto diferido, pero si no existiere actuación pendiente, se concederá en 

el suspensivo”. 

 

2.2. Esta norma, en materia de acciones populares, debe entenderse en 

concordancia con lo dispuesto en la Ley 472 de 1998 -Por la cual se desarrolla 

el artículo 88 de la Constitución Política de Colombia en relación con el ejercicio 

de las acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones- artículos 

36 y 37, del siguiente tenor:  

 

“ARTICULO 36. RECURSO DE REPOSICION. Contra los autos dictados durante 

el trámite de la Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será 

interpuesto en los términos del Código de Procedimiento Civil.  

 

                                                 
1 “Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un recurso improcedente, 
el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del recurso que resultare procedente, 
siempre que haya sido interpuesto oportunamente”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr002.html#88
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ARTICULO 37. RECURSO DE APELACION. El recurso de apelación procederá 

contra la sentencia que se dicte en primera instancia, en la forma y oportunidad 

señalada en el Código de Procedimiento Civil, y deberá ser resuelto dentro de 

los veinte (20) días siguientes contados a partir de la radicación del expediente 

en la Secretaría del Tribunal competente”.  

 

En efecto, una lectura sistemática de las anteriores disposiciones, permite 

concluir lo siguiente: (i) Los autos que se expida en el trámite de la acción 

popular solo son susceptibles de recurso de reposición, salvo el que decreta 

medidas previas conforme a lo dispuesto en el artículo 26 ibídem, y (ii) el 

recurso de apelación solo procede respecto de la sentencia. En ese sentido, ha 

de entenderse que, en el trámite de la acción popular, la providencia que 

apruebe la liquidación de costas, solo es susceptible del recurso de reposición, 

ya que por tratarse de una norma especial (art. 36 de la Ley 472 de 1998), no 

puede acudirse en forma residual a la disposición contenida en el Código 

General del Proceso respecto a la apelación del auto que aprueba la liquidación 

de costas (art. 336, numeral 5, del Código General del Proceso). 

 

3. En este caso la parte demandante solicitó que se deje sin efecto el auto de 

28 de febrero de 2022, para que, en atención a la prevalencia del fondo sobre 

la forma, sea resuelto de una vez, en esta instancia el debate en cuanto al 

“menosprecio” en la fijación de un salario mínimo por concepto de agencias en 

derecho. Tal solicitud debe ser rechazada por improcedente, en tanto que el 

ordenamiento jurídico procesal tiene reglada la forma de controvertir el monto 

de las agencias en derecho, y en tal medida, al extremo litigioso interesado le 

corresponde acudir a esas disposiciones constitutivas del debido proceso frente 

a la inconformidad esgrimida, conforme fue explicado en la providencia de 28 

de febrero de 2022 y en atención a lo indicado en el numeral 5 del artículo 366 

del Código General del Proceso. 

 

3.1. Además, contrario a lo expuesto por el demandante, el despacho advierte 

que la exigencia de agotar las medidas procesales pertinentes conforme el 

numeral 5 del artículo 366 en mención establece, no se convierte en una carga 

o “traba” para aquel, sino en una garantía o mecanismo idóneo para la 

efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial, en acatamiento 

del derecho de ambas partes al debido proceso de ambas partes, según lo 
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previsto en el artículo 52 de la Ley 472 de 1998, en concordancia con el artículo 

113 del Código General del Proceso. 

 

3.2. Las anteriores apreciaciones son suficientes para desestimar los reparos 

del recurrente y mantener en firme la providencia cuestionada. 

 

4. En mérito de lo expuesto, el despacho RESUELVE: 

  

No reponer el auto de 28 de febrero de 2022, por medio del cual el despacho 

negó por improcedente la inconformidad planteada respecto al monto de las 

agencias en derecho fijadas por la magistrada sustanciadora en la sentencia 

proferida en segunda instancia el 14 de febrero de 2022. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

Magistrada sustanciadora 

                                                 
2 “El trámite de las acciones reguladas en esta ley se desarrollará con fundamento en los 
principios constitucionales y especialmente en los de prevalencia del derecho sustancial, 
publicidad, economía, celeridad y eficacia. Se aplicarán también los principios generales del 
Código de Procedimiento Civil, cuando éstos no se contrapongan a la naturaleza de dichas 
acciones.  
El Juez velará por el respeto al debido proceso, las garantías procesales y el equilibrio entre 
las partes (…)” 
3 “Al interpretar la ley procesal el juez deberá tener en cuenta que el objeto de los 
procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial. Las dudas 
que surjan en la interpretación de las normas del presente código deberán aclararse mediante 
la aplicación de los principios constitucionales y generales del derecho procesal garantizando 
en todo caso el debido proceso, el derecho de defensa, la igualdad de las partes y los demás 
derechos constitucionales fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de cumplir 
formalidades innecesarias”. 


